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PRÓLOGO

No es habitual que el prologuista de un libro deba justificar su papel cuando 
presenta una obra de otra persona, en este caso del brillante profesor César 
Cierco Seira, catedrático de Derecho administrativo en la Universidad de Llei-
da. Sin embargo, ahora, nos encontramos ante una de esas contadas excepcio-
nes por lo que debo ofrecer alguna explicación al respecto.

En efecto, quien ahora suscribe esta presentación tuvo la oportunidad de 
ser, según creo, el primero (en el tiempo) de sus profesores de Derecho ad-
ministrativo y, por tanto, por esta simple circunstancia cronológica, el des-
cubridor, por ser notorias, de sus grandes cualidades para el estudio y la in-
vestigación que sobresalían, incluso, en una promoción que destacaba por su 
elevado nivel académico. Me pareció que el entonces estudiante César Cierco 
podía encajar de maravilla en el Área de Derecho administrativo que, bajo la 
sabia dirección de D. Juan Pemán Gavín, integraba ya a un investigador en 
formación con grandes virtudes intelectuales y humanas, el profesor Antonio 
Ezquerra, de cuya amistad me honro, y dos profesores asociados que ilumi-
naban la actividad docente e investigadora con enseñanzas de la práctica, el 
abogado del Estado Javier Aquilué (posiblemente el más antiguo en Cataluña 
en servicio activo en aquel momento) y el letrado de la propia Universidad, 
Frederic Solà.

A este dato, se une que, dada la temática de esta importante obra, existe una 
vinculación con lo que ha sido mi trayectoria profesional, ya que durante casi 
dos décadas he estado al frente de distintos Juzgados de lo Contencioso-Admi-
nistrativo, que, como es sabido, constituyen la primera trinchera de la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa. Por lo demás, el estudio de lo que, en el argot 
forense, conocemos como Ley Jurisdiccional me ha llevado a promover, junto al 
profesor Ezquerra, la elaboración de estudios colectivos sobre tan importante 
norma procesal (así los muy recientes Comentarios a la Ley reguladora de la 

El codemandado en el proceso contencioso-administrativo.indb   15 13/4/22   13:12



16	 PRÓLOGO

Jurisdicción Contencioso-Administrativa, Valencia, 2021), en los que siempre 
hemos podido contar con la valiosa intervención del autor de esta obra.

En todo caso, debo agradecer lo que constituye, sin duda, un honor —que 
habla mucho también de las cualidades humanas del Dr. Cierco— y una opor-
tunidad para formular algunas consideraciones desde la perspectiva de quien 
ha vivido intensamente —no puede ser otro modo cuando se desempeña el 
puesto de titular de un juzgado unipersonal— la vertiente práctica de la Ley 
Jurisdiccional.

*  *  *

A los efectos de intentar aportar alguna utilidad al lector de esta obra (que, 
desde luego, recomiendo vivamente), quisiera exponer varios de sus conteni-
dos y características, para lo cual, conviene subrayar, de entrada, que el libro, 
tras una introducción, se estructura en cinco capítulos que se suceden de un 
modo lógico, de manera que no existen cortes argumentativos en los que, en 
ocasiones, incurren algunos profesionales cuando redactan estudios jurídicos, 
escritos forenses o resoluciones de diferente naturaleza.

En el capítulo primero, se estudian los antecedentes históricos, no por una 
cuestión simplemente erudita, sino para posibilitar un mejor entendimiento 
de la normativa vigente y de sus perspectivas de futuro. Nuevamente, en este 
punto, el Dr. Cierco demuestra ser justo, puesto que, al analizar nuestra le-
gislación del pasado, rescata del olvido personalidades que contribuyeron a 
la «lucha por el Derecho» en el campo del Derecho procesal administrativo, 
como D. Cirilo Martín Retortillo o el catedrático y ministro catalán D. Lau-
reano López Rodó, con el fin de explicar la dicotomía existente en la venera-
ble «Ley Jurisdiccional» de 1956, al contemplarse las figuras de coadyuvante 
y demandado con las consiguientes diferencias de régimen jurídico. Nuestra 
nunca suficientemente valorada Constitución de 1978, como en tantas cosas, 
supuso un avance y anticipó de algún modo lo que iba a ser el punto final de 
la institución del coadyuvante, que vino de la mano de la Ley 10/1992; norma 
que luego fue ratificada en este extremo por la vigente Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa que únicamente contempla, como es 
sabido, la figura del codemandado.

Expuestos los precedentes normativos, se está en condiciones de abordar ya 
una cuestión esencial en el capítulo segundo que versa sobre la definición del 
codemandado que, en la tesis del profesor Cierco, gira en torno, con buen cri-
terio, a la noción constitucional del interés legítimo del que habla el art. 24 de 
nuestro texto constitucional. Dicho interés legítimo merece una explicación me-
diante los elementos que han servido para interpretar los «conceptos jurídicos 
indeterminados», de modo que se distingue entre una zona de certeza positiva, 
una zona de certeza negativa y un halo de incertidumbre. Además de esta ca-
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PRÓLOGO	 17

tegorización general, César Cierco se detiene en algunos casos concretos (por 
ejemplo, la situación del cargo o empleado público), que, en ocasiones, mere-
cen incluso una referencia legal específica (las aseguradoras o los interesados 
en las reclamaciones de los llamados «tribunales contractuales»), sin olvidar 
tampoco la peculiar posición de las Administraciones públicas como eventuales 
codemandadas.

Sobre la base de la anterior definición del interesado, el capítulo tercero 
aborda el estatuto procesal del codemandado que, acertadamente, se califica 
como parte procesal con plena capacidad de intervención, lo que se traduce en 
el reconocimiento de una amplia aptitud para presentar alegaciones (con mo-
tivos no coincidentes con las de la parte demandada en sentido estricto), en la 
posibilidad de oponerse al allanamiento de la Administración con la continua-
ción del procedimiento judicial y en el derecho a recurrir la resolución judicial 
de manera autónoma. Atención específica se da a un tema aparentemente menor 
—pero de gran relevancia práctica y con incidencia en el derecho a la tutela 
judicial efectiva—, como es el (indefinido) régimen de costas del codemandado, 
que ha dado lugar a diversos criterios jurisprudenciales sobre el particular.

El capítulo cuarto se refiere a un asunto capital, como es el emplazamiento 
de los interesados que podrían reunir la condición de codemandados en caso de 
personarse en el procedimiento judicial. De un modo absolutamente racional, 
César Cierco da respuesta a tres preguntas fundamentales: ¿Quién debe efec-
tuar el llamamiento? ¿A quién? ¿Y cómo ha de efectuarse esta comunicación 
del procedimiento? Obviamente, todas estas preguntas se abren a una plurali-
dad de situaciones y casos concretos que son objeto de agudas reflexiones por 
parte del autor, en las que también se efectúan propuestas de lege ferenda, como 
la de establecer instrumentos de estímulo (las multas coercitivas), en manos 
del tribunal, para que la Administración cumpla con su deber de notificar a 
los interesados la existencia del procedimiento, lo que ciertamente no es una 
propuesta infundada, habida cuenta de la utilidad que han demostrados estos 
elementos de compulsión en relación con la remisión del expediente administra-
tivo y con la ejecución de sentencias frente a la Administración.

El capítulo quinto también atiende a un problema con doble trascenden-
cia dogmática y práctica, puesto que nuevamente se responde a una pregunta 
fundamental que pasa por determinar las consecuencias de la falta de empla-
zamiento; consecuencias que se anudan esencialmente con la concurrencia de 
una nulidad de actuaciones. En este punto, es digno de elogio que el autor 
subraye el carácter esencial de la defensa jurídica que puede desarrollar el 
codemandado, sin que la privación de esta posibilidad por desconocimiento del 
litigio pueda ser objeto de una suerte de convalidación con base en la existencia 
de una defensa letrada de la propia Administración. En este capítulo también 
se recogen los problemas que suscita el conocimiento extraprocesal del proceso 
judicial como elemento enervador de la nulidad de actuaciones y de una situa-
ción de indefensión. El autor, testigo del importante casuismo existente y de 
una cierta complacencia a la hora de admitir este tipo de situaciones, propone 

El codemandado en el proceso contencioso-administrativo.indb   17 13/4/22   13:12



18	 PRÓLOGO

que este conocimiento extraprocesal deba ser apreciado con rigor con base en 
algunas herramientas que se exponen en el libro.

La monografía finaliza con algunas ideas conclusivas, entre las que convie-
ne destacar tres: a) la vinculación de una correcta tramitación del procedimien-
to administrativo con la salvaguarda de los derechos de defensa de los terceros 
en el litigio; b) el reconocimiento de una amplia capacidad de intervención por 
parte del codemandado, y c) la necesidad de acometer un régimen legal de las 
costas procesales que acabe con las incertidumbres que lastran el ejercicio del 
derecho a la tutela judicial efectiva.

*  *  *

Con la presentación que se ha efectuado del volumen que sigue a estas lí-
neas se ha querido ofrecer solo algunas pinceladas de una obra que proporcio-
na una explicación cabal y profunda del régimen del codemandado, incorpo-
rando también propuestas legislativas e interpretativas sobre esta institución 
procesal. Una obra, por tanto, de la máxima solvencia académica y, a la vez, de 
una evidente utilidad para el operador jurídico.

Con todo, y como corresponde a un jurista práctico, me parece oportuno 
dar noticia de que todo este esquema legislativo, magníficamente tratado por el 
profesor Cierco, salta por los aires, cuando en ocasiones el Juzgado o Tribunal 
deben atender a situaciones que exigen una respuesta prácticamente inmedia-
ta. Quisiera al respecto poner algunos ejemplos sacados de la más prosaica 
realidad.

Un primer supuesto consiste en la tramitación de las medidas cautelares, 
en cuya regulación no existe una mención específica en la que se obligue a 
dar audiencia a quienes pueden ostentar la condición de codemandados, pero 
cuya intervención en ocasiones es simplemente indispensable para evitar que 
se adopten decisiones cautelares —de enorme trascendencia— sin escuchar a 
quienes pueden verse directamente perjudicados por su concesión. Estoy pen-
sando, por ejemplo, en la petición cautelar de un alcalde dirigida a obtener la 
suspensión de un pleno convocado por el secretario de la Corporación como 
consecuencia de la presentación de una moción de censura. En este caso, pa-
rece lógico dar audiencia a los concejales promotores de la moción de censura 
en la pieza separada de medidas cautelares, sin esperar a los plazos de empla-
zamiento ordinario del art. 49 de la Ley Jurisdiccional, que superarían la fecha 
de celebración del pleno de convocatoria automática por parte del secretario.

Un segundo grupo de casos que exige también una enérgica respuesta ju-
dicial son ciertos procedimientos en los que debe dictarse una sentencia de 
modo vertiginoso, como ocurre en la legislación electoral, en asuntos como los 
relativos a la proclamación de candidaturas o a la impugnación de censos elec-
torales en determinados municipios. En todos estos supuestos, que tengo bien 
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PRÓLOGO	 19

presentes en la memoria y podrían añadirse otros, el Juzgado debe actuar con 
la máxima inmediatez, muchas veces realizando emplazamientos directos por el 
órgano judicial y sirviéndose en ocasiones de las Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad —la Benemérita en el medio rural—, que actúan como agentes judiciales 
con probada eficacia y dedicación.

De cualquier modo, estas situaciones entroncan con uno de los hilos con-
ductores de la obra del profesor Cierco que consiste, precisamente, en la nece-
saria implicación del órgano judicial en el respeto a los derechos de los terceros 
afectados por el procedimiento judicial. En efecto, el Dr. Cierco pone el acento 
en que los emplazamientos no deben ser considerados como una actividad ru-
tinaria o burocrática, sino que su correcta materialización está estrechamente 
conectada con la función jurisdiccional. Esta idea —absolutamente esencial 
y que tanto se relaciona con las vicisitudes que pueden ocurrir en las contro-
versias judiciales en ciertos momentos— es una de las muchas virtudes de este 
libro que la generosidad de su autor me ha llevado a prologar; libro que, sin 
duda, se ha convertido ya en la referencia —académica y forense— sobre el 
tema objeto de estudio, así como en el elemento fundamental e ineludible ante 
cualquiera de los cambios legislativos que pudieran producirse al respecto.

En Zaragoza, verano de 2021.

Javier Oliván del Cacho
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Es la primera vez que pongo a un libro un título que considero intrínseca-
mente erróneo y eso que soy consciente de la importancia que tiene acertar con 
esa frase que dará a conocer una obra.

El codemandado, como categoría, falla en su rótulo. Expresa, sí, esa idea de 
que hablamos de alguien que acompaña al demandado y se sitúa al mismo nivel, en 
idéntico plano procesal. Sin embargo, confunde desde el momento en que sugiere 
que contra él se pide algo, que se le demanda, cosa que las más de las veces no va a 
ocurrir en nuestro contencioso-administrativo, centrado en pretender contra la Ad-
ministración, que es el sujeto en grado de satisfacer normalmente el petitum.

Sea como fuere, el término ha calado. Hasta el legislador lo emplea ya con to-
tal naturalidad. Y se comprende que así haya ocurrido cuando se estudia el tema a 
fondo y se advierte de dónde arranca y cuáles han sido los pasos de un periplo rico, 
laborioso y enrevesado. El codemandado representa, en compendio, la respuesta al 
coadyuvante. Si este último era símbolo de una parte subordinada, con facultades 
debilitadas y con un estatuto procesal ambiguo, el codemandado se nos muestra 
como la solución que está en las antípodas: como una parte plena, capaz de conten-
der con la misma energía y fuerza que la Administración. Una solución que no admi-
te vuelta atrás pues viene atada nada menos que al propio art. 24 de la CE, que es hoy 
el amarre recio y el punto de partida indiscutible en el tratamiento del tercero en el 
proceso judicial. Otra cosa es que ese planteamiento no admita matices, comenzan-
do por el término empleado, aunque todavía es pronto para avanzar conclusiones.

*  *  *

Largamente se ha cavilado sobre qué hacer con el tercero que se ve afecta-
do por el pleito que están librando otros. Dejarlo al margen sin más no parece, 
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desde luego, una opción aceptable. Resuena aquí el viejo adagio que expresa 
con hermosura una derivación natural del fundamental principio audi alteram 
partem.

El espíritu de llamar a los terceros en procesos ajenos es muy claro desde 
esta perspectiva. Su justificación se apoya en roca firme. Lo cual no signi-
fica, sin embargo, que luego resulte fácil moldear su forma, concretarlo. 
Técnicamente, salen al encuentro de inmediato dos grandes encrucijadas. 
De una parte, la propia acotación del tercero. No todos los terceros se ven 
afectados con la misma intensidad por la suerte del proceso; la ligazón con 
el negocio jurídico sometido a revisión es dispar. A unos les toca más direc-
tamente que a otros. Si se anula la oposición, no hay duda de que el vence-
dor va a tener más que perder que el finalista. Es normal, en definitiva, que 
haya terceros cuya esfera vital o patrimonial se exponga más estrechamente 
al destino del litigio y a lo que en él se ventila porque la «ajenidad», en in-
tensidad, se presta a gradación. Esta constatación, por elemental que pueda 
parecer, es la causante de un nudo gordiano en la caracterización dogmática 
del tercero: determinar qué grado de intensidad se necesita a los efectos de 
considerar que estamos en presencia de un sujeto legitimado para intervenir, 
lo cual nos conduce a su vez a tener que hacer reconocible una frontera entre 
el interés simple, que ha de quedar fuera del proceso, del interés relevante, 
que ha de poder entrar en él.

De otra parte, aunque íntimamente conectada con lo anterior, está la cuestión 
del estatuto procesal del tercero. Asumida y justificada su intervención, resta 
por determinar en qué condiciones podrá participar en el proceso y aquí, como 
es fácil imaginar, dos grandes posibilidades se nos presentan: equipararles a las 
partes originarias u otorgarles un estatus rebajado, con algunas facultades limi-
tadas o subordinadas al comportamiento de los protagonistas necesarios. Por 
supuesto, caben opciones intermedias y eclécticas; incluso se han ensayado mo-
dulaciones en función de las categorías del tercero. En todo caso, la definición 
del estatuto del tercero no es una minucia que pueda resolverse solo a remolque 
de lo decidido para con otras partes. Hay aspectos que son particulares y que 
exigen un planteamiento específico, un diseño ex professo. Destaca la especi-
ficidad de la llamada en causa, esto es, de cómo se advierte eficazmente a los 
terceros la pendencia de un proceso que les afecta.

Son encrucijadas, de por sí, técnicamente exigentes. Ocurre, no obstan-
te, que a esa complejidad de diseño o ingeniería procesal se añade, como 
exigencia de fondo, una idea-fuerza que complica un poco más las cosas: el 
equilibrio. Es directriz que guía, que impulsa la intervención del tercero el 
postulado de su defensa. De él se extrae, conforme al desarrollo y progreso 
de la teorización de la contradicción procesal, toda una serie de ventajas en 
términos de mejora de la dialéctica y de los elementos de juicio que ayuden 
al conocimiento de la causa y a la completitud de su reconstrucción. Ahora 
bien, hay otras directrices, expresivas de valores y objetivos relevantes, que 
empujan en un sentido contrario. Vale decir que no amparan la idea de que el 
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proceso pueda abrirse ilimitadamente a cualquier tercero, por beneficioso que 
ello pueda parecer en el orden defensivo y contradictorio. Me estoy refiriendo 
a la racionalidad del sistema judicial y a la buena marcha de los procesos. 
Bien está proteger al tercero, pero es evidente que no puede hacerse a costa 
de sacrificar la funcionalidad del proceso mismo; proceso que ha de ser cauce 
eficiente de la acción procesal y, por tanto, ágil y a salvo de intervenciones 
puramente dilatorias. Sin olvidar, en esta misma línea, que el proceso tiene 
en su origen unos contendientes planeados que aspiran y que tienen derecho 
igualmente a una tutela judicial real y efectiva, id est: a un proceso cuyo nivel 
de contingencias sea aceptable y eso atañe también al grado de ampliación 
sobrevenida e imprevista de contendientes.

*  *  *

La aparición del tercero en lo contencioso-administrativo no es extraña. An-
tes al contrario, puede calificarse de moneda corriente. Más, ciertamente, en 
ámbitos como la función pública, donde la pluralidad o aun masividad facilita 
la vis expansiva del pleito, pero se comprobará que es eventualidad que campea 
anchamente por la materia administrativa. Terreno abonado para el tercero el de 
lo contencioso-administrativo, suele señalarse.

Que sea recurrente es razón que invita a cavilar, desde luego. Con todo, 
interesa desde este momento significar que la frecuencia del tercero no es el 
rasgo destacado que caracteriza en este punto al proceso contencioso-admi-
nistrativo frente al proceso civil. Hay en nuestro tercero un quid proprium que 
es consecuencia de la especificidad o, si se prefiere, de la idiosincrasia de la 
justicia administrativa. Y no me refiero a un baño de barniz que quiera hacer 
notar por gusto de administrativista. Sobre el tercero repercute la singular ma-
nera que tenemos de configurar la relación jurídico-procesal, obligando —por 
regla general— a la presencia de una Administración en el lado pasivo; lado 
que, por otra parte, no concreta el actor visto que el recurso pone el foco en la 
actuación, de la que se deducirá después el demandado. Reparar un instante en 
esta estampa bastará para caer en la cuenta de que el titular de la estación de 
servicio, el propietario de la casa, el absuelto del expediente sancionador, el 
ganador de la oposición, el autorizado para la apertura de la oficina de farma-
cia y así siguiendo están abocados a ser, no obstante su evidente protagonismo 
en la contienda, terceros. No es un matiz. Estamos ante una seña de identidad 
muy marcada.

Por eso mismo, no siempre los esquemas conceptuales traídos del proceso 
civil se ajustan del todo. Arrastramos, como es normal por el peso de la his-
toria, una inercia que nos lleva a recostarnos en el tesauro de la justicia civil, 
especialmente en los temas de contenido procedimental. No tengo objeción de 
principio a una tal propensión. No en vano, serán constantes las referencias 
a la LEC y a los estudios doctrinales alumbrados en torno a la intervención 
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procesal. Eso sí, hay que tener muy presente que no puede ser de recibo una 
pura extrapolación acrítica.

*  *  *

Me parece oportuno, en fin, antes de seguir adelante, señalar al lector que el 
análisis que aquí se contiene es esencialmente académico. Comprendo que pue-
da verse en esto una cierta limitación teniendo en cuenta el objeto, cosido fuer-
temente al proceso contencioso-administrativo y, por ende, a la praxis judicial. 
Una praxis donde, en efecto, cuentan los usos, las estrategias, las enseñanzas de 
la experiencia y aun el ingenio que nace de las extravagancias de la realidad. Ba-
gaje que se antoja relevante para comprender el funcionamiento cotidiano de las 
categorías procesales. No puedo poner esto último en cuestión. Es así. Sin em-
bargo, no creo que en la experiencia resida la quintaesencia de las instituciones 
o, por mejor decir, su explicación más profunda. Hay que volver aguas arriba, a 
las ideas, apelando a la organicidad del sistema si se quiere descifrar su código 
fuente  1. Es desde la reflexión académica desde donde intentaré retratar el estado 
en que se encuentra el codemandado. Ello no significa, por lo demás, que solo 
vaya a servirme de la teorización y que sugiera rebajar el valor de la práctica. 
Aun sin la proximidad de los estrados, el retrato buscará hacer reconocible asi-
mismo al codemandado «practicado» —por usar el calificativo que tanto define 
a A. Nieto—. La conversación con colegas, abogados y jueces. La lectura de 
comentarios y estudios de profesionales de la justicia. Pero, sobre todo, echar 
mano de la jurisprudencia, sabiendo que muchas veces la lectura de las senten-
cias permite captar el ambiente que se respira en la polémica sustanciada.

1  Comparto plenamente el lúcido alegato del profesor Luis Martín Rebollo acerca de la vi-
gencia de las ideas y los conceptos para encarar las nuevas realidades y la utilidad consecuente 
del jurista académico: «Contra los tópicos, por las ideas», Revista Española de Derecho Adminis-
trativo, 155, 2012: 11-17.
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